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			LECCIÓN 1

			
LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA DE LIMITACIÓN*


			En el Tomo I, lección 2 (epígrafe IV) expusimos los distintos modos de la actividad administrativa (en particular, limitación, fomento, servicio público y actividad puramente empresarial). Los estudiaremos ahora con más detenimiento en esta y en las siguientes lecciones. Empecemos por la actividad de limitación.

			
I. CONCEPTO DE ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA DE LIMITACIÓN

			Entendemos aquí por actividad administrativa de limitación aquélla en la que la Administración impone restricciones, deberes o de cualquier otra forma ordena imperativamente las actuaciones privadas con el fin de garantizar algún interés público. Incluye también la vigilancia administrativa de esas actividades para comprobar si cumplen tales restricciones y si, en suma, se adecuan a lo exigido por el interés público protegido. Y comprende finalmente la adopción, ante eventuales transgresiones, de medidas administrativas de reacción para restablecer la legalidad y la situación conforme con el interés general.

			Ya anticipamos este concepto en la aludida lección 2.IV del Tomo I. Los términos que se utilizan para referirse a este género de actividad administrativa son variados: actividad administrativa de intervención (que emplean a veces las leyes), de ordenación, de garantía, etc. Hemos elegido la denominación de actividad de limitación por considerarla la más reveladora o gráfica.

			Aunque hemos definido la actividad de limitación como la que restringe las actividades de los particulares, con cierta frecuencia afecta también a actuaciones de la Administración (p. ej., las reglas de tráfico son exigibles por igual a los vehículos de las Administraciones Públicas; la legislación turística vincula también a los Paradores Nacionales…). Como dijimos (Tomo I, lección 7), en ocasiones, la Administración actúa como un administrado más. Bien es cierto que, en algunos casos, la propia normativa que impone esos deberes establece algunas reglas específicas —no necesariamente privilegios— para aquellos supuestos en los que el destinatario sea una Administración.

			Para comprender bien el concepto dado, destaquemos tres ideas:

			a) Las actuaciones de los particulares sobre las que se proyecta esta actividad de limitación son y siguen siendo —aun con la existencia de dicha actividad administrativa—, puramente privadas y fruto de su libre iniciativa.

			Así excluimos las potestades de la Administración sobre su propio personal, sobre los que colaboran con ella en la realización de actividades administrativas (concesionarios de servicios públicos, contratistas de la Administración, particulares que por cualquier título jurídico ejercen funciones públicas...), sobre los usuarios de sus servicios públicos (p. ej., las de una universidad pública sobre sus estudiantes) o sobre los que disfrutan de cualquier tipo de ayuda pública o de una utilización singular de los bienes públicos. Todo eso tiene un fundamento distinto y unos principios diferentes.

			Pero sí incluimos aquí la actividad de la Administración sobre ciertos sectores que antes eran servicios públicos y que han dejado de serlo pero mantienen una profunda y profusa intervención pública. Es lo que ha sucedido con la electricidad, el gas, las telecomunicaciones, el transporte aéreo, etc. A la intervención pública que se da en esos sectores se alude con la denominación —inexpresiva, desconcertante e importada— de «regulación» o de «regulación económica». Lo que más la caracteriza, como se verá en la lección 5.V, es que se parte de actividades de sujetos privados realizadas en ejercicio de su libertad pero a los que se imponen «obligaciones de servicio público». El dato mismo de que la actividad administrativa se proyecta sobre actuaciones de sujetos privados fruto de su libertad es lo que permite incluirla en la actividad de limitación, aun reconociendo que presenta singularidades notables, que se explicarán en su momento.

			b) Lo que caracteriza a toda la actividad administrativa de limitación es que persigue sus fines imponiendo restricciones, deberes o de cualquier otra forma ordenando imperativamente las actuaciones privadas. Así, limita la libertad de los ciudadanos, ya sea a su simple libertad genérica (la de hacer todo lo no prohibido) ya sea a la que se presente como contenido de algún derecho, incluso de derechos fundamentales.

			Dicho de otra forma, el contenido primario de esta actuación administrativa es identificar lo que no pueden hacer los ciudadanos y dentro de lo que pueden hacer, determinar el cómo o las condiciones, ya se trate de conducir un vehículo, regentar un bar, hacer publicidad o el comportamiento en la vía pública. Complementariamente, vigila las actividades privadas para comprobar que cumplen con los límites o deberes o, en último término, no ponen en riesgo ni lesionan los intereses públicos en juego; y reacciona cuando se conculcan. Vigilancia y reacción que, a fin de cuentas, suponen nuevos límites y deberes.

			c) En cambio, no caracteriza a esta actividad su finalidad: puede ser la protección de cualquier interés general.

			Hay actividad de limitación para garantizar, proteger, defender o preservar la salud pública, la accesibilidad de las personas con discapacidad, los derechos de la infancia, el medio ambiente, el patrimonio histórico, los consumidores, el bienestar de los animales, la seguridad de las personas y cosas (contra accidentes de tráfico o laborales, o incendios, o plagas...), la estabilidad del sistema financiero, la calidad de los edificios o los alimentos, la existencia de un sistema uniforme y fiable de pesas y medidas, la leal competencia en el mercado, etc. También para hacer efectivos los derechos fundamentales frente a sujetos privados (así, para proteger la privacidad de los individuos y sus datos personales frente a intromisiones de otros sujetos o para impedir discriminaciones entre particulares). Además, esos mismos intereses generales pueden protegerse con otras formas de actividad pública. P. ej., la seguridad de las personas se puede proteger aprobando reglamentos administrativos que impongan deberes a los constructores para que los edificios resistan un terremoto (actividad de limitación), pero también mejorando el servicio de bomberos o subvencionando a las comunidades de propietarios para que sustituyan sus ascensores por otros más seguros. En el mismo sentido, se puede garantizar la salubridad pública imponiendo ciertos requisitos higiénicos a los restaurantes (actividad de limitación), prestando la Administración gratuitamente un servicio de vacunación, limpiando las calles, haciendo campañas informativas sobre comportamientos saludables, etc. Por tanto, lo definitorio de la actividad de limitación no son los fines de interés público que persigue, sino que lo hace imponiendo la conducta que deben observar los particulares.

			
II. PRINCIPIOS DE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA DE LIMITACIÓN

			
1. PRINCIPIO DE LEGALIDAD COMO VINCULACIÓN POSITIVA A LA LEY


			Como, por definición, esta actividad administrativa restringe la libertad de los ciudadanos, rige para ella el principio de legalidad en su máxima expresión e intensidad. Mucho más de lo que rige para actividades administrativas prestacionales o de fomento o de imposición de límites en virtud de relaciones de sujeción especial. Aquí no sólo hay vinculación negativa a todo el ordenamiento, ni sólo vinculación positiva al ordenamiento, sino vinculación positiva precisamente a la ley (Tomo I, lección 5.IV.1). Es decir, que la Administración tendrá sólo las potestades limitativas que le confieran las leyes; no cabe la simple y pura autoatribución de potestades por reglamento ni las deducidas directamente de principios generales del Derecho o de los preceptos constitucionales que imponen mandatos a los poderes públicos o concretamente a la Administración para garantizar ciertos intereses generales.

			Por tanto, si la Administración quiere, p. ej., imponer restricciones a la tenencia o convivencia con animales; o al comercio, en lo que se refiere a los horarios o a los precios; o desea imponer deberes a los ciudadanos de colaboración con la función estadística pública; o imponer a las salas de cine que proyecten cierto porcentaje de películas europeas o determinadas condiciones de confort a los hoteles, etc., sólo podrá hacerlo en la medida en que una norma con rango de ley se lo permita. Esto es, sólo se puede limitar la libertad de los ciudadanos por ley o en virtud de ley. Lo mismo hay que afirmar si la Administración quiere imponer límites o deberes para promover el pleno empleo, la investigación científica, para preservar el medio ambiente o el patrimonio histórico o una vivienda digna o los intereses económicos de los consumidores, sin que el hecho de que los arts. 40, 44, 45.2, 46, 47 y 51 CE den un mandato a todos los poderes públicos para garantizar esos valores comporte una habilitación directa a la Administración para imponer las limitaciones enderezadas a esos fines. Si acaso, esos preceptos constitucionales permitirán a la Administración, sin necesidad de ley específica habilitante, realizar actividades de servicio público o de fomento, pero no de limitación.

			Ahora bien, la vinculación positiva de la que hablamos se satisface con que una norma con rango de ley dé a la Administración la potestad limitativa correspondiente sin que exija que la ley concrete con detalle ni el supuesto de hecho en que podrá ejercer tal potestad ni la medida exacta que pueda adoptar en cada caso (p. ej., el art. 24 Ley General de Sanidad). Tampoco está reñida con que esas potestades limitativas se configuren con ciertas dosis de discrecionalidad.

			Distinta de la vinculación positiva a la ley es la reserva de ley (Tomo I, lección 5.IV.4), aunque es frecuente que la actividad administrativa de limitación se proyecte sobre materias reservadas por la Constitución a la ley. P. ej., sobre la base de lo previsto en el art. 53.1 CE, cuando esa actividad comporte límites a derechos fundamentales como la libertad de manifestación o de expresión, o a la libertad de empresa. En tal hipótesis, a los efectos de la vinculación positiva a la ley se sumarán los de las reservas de ley y quedará más constreñida la actividad administrativa de limitación en lo que se refiere a la aprobación de reglamentos.

			
2. PRINCIPIOS DE IGUALDAD Y PROPORCIONALIDAD


			Aunque las leyes no acotan siempre con precisión las medidas limitativas que puede adoptar la Administración en cada caso, esa aparente libertad administrativa queda muy condicionada por los principios de igualdad y de proporcionalidad. Aunque estos dos principios generales del Derecho siempre han regido la actividad administrativa de limitación, ahora, además, están expresamente consagrados en el art. 4.1 LRJSP bajo el rubro: «Principios de intervención de las Administraciones Públicas para el desarrollo de una actividad»:

			«Las Administraciones Públicas que en el ejercicio de sus respectivas competencias establezcan medidas que limiten el ejercicio de derechos individuales o colectivos o exijan el cumplimiento de requisitos para el desarrollo de una actividad, deberán aplicar el principio de proporcionalidad y elegir la medida menos restrictiva, motivar su necesidad para la protección del interés público, así como justificar su adecuación para lograr los fines que se persiguen, sin que en ningún caso se produzcan diferencias de trato discriminatorias. Asimismo, deberán evaluar periódicamente los efectos y resultados obtenidos».

			Asimismo, el art. 84.2 LRBRL dispone: «La actividad de intervención (o sea, lo que aquí llamamos actividad de limitación) de las Entidades locales se ajustará, en todo caso, a los principios de igualdad, necesidad y proporcionalidad con el objetivo que se persigue».

			El principio de igualdad simplemente se ensalza aquí por el peligro de que, al permitir a la Administración tomar medidas variadas, lo haga de forma discriminatoria. Y lo que se prohíbe no es cualquier desigualdad sino sólo la que carezca de justificación por razones admisibles.

			P. ej., puede que se establezcan límites a la tenencia de animales de compañía pero que se exceptúe el caso de los perros guías para invidentes; que se impongan límites al ruido que pueden producir los vehículos pero que se permita superarlos a las ambulancias... Además, por cierto, en estos casos y otros muchos podría decirse que la limitación impuesta en general para la tenencia de animales de compañía o para la producción de ruido resultan desproporcionadas para los perros de invidentes o para las ambulancias.

			Más interés tiene el principio de proporcionalidad al que debemos dedicar una atención especial. No sólo esta proclamado en el art. 4.1 LRJSP sino también en muchas normas. Muy expresivo es el art. 6 RSCL:

			«1. El contenido de los actos de intervención será congruente con los motivos y fines que los justifiquen.

			2. Si fueren varios los admisibles, se elegirá el menos restrictivo de la libertad individual».

			También muchas leyes sectoriales que confieren potestades limitativas a la Administración hacen proclamaciones expresas del principio de proporcionalidad o recogen reglas que no son sino trasunto del mismo. Y, con independencia de su proclamación en las normas, es un principio general del Derecho que adquiere destacada relevancia para la actividad de limitación.

			El principio de proporcionalidad comprende tres reglas distintas a las que se alude habitualmente como juicio de idoneidad, juicio de necesidad y juicio de proporcionalidad en sentido estricto.

			A) Idoneidad: exigencia de adecuación al fin y congruencia con los motivos

			El principio de proporcionalidad prohíbe primeramente las medidas limitativas que sean inadecuadas al fin que persiguen o incongruentes con el problema que pretenden resolver. No se trata de que la Administración persiga con el establecimiento de límites el fin permitido e invocado y no otro (eso sería una desviación de poder prohibida), sino de que la concreta medida limitativa que se adopte sea realmente idónea para conseguir aquel fin atendiendo a la situación que se presenta y que se pretende superar. Es decir, que sea útil para tal fin. Por tanto, no superarán esta exigencia las medidas que, aunque lo pretendan, no pueden conseguir el fin lícito o no son apropiadas para su logro porque no contribuyen a evitar el daño o lesión al interés público que quieren conjurar. Lo que sobre todo significa esto es que quedan desterradas las medidas limitativas absurdas, irracionales, arbitrarias o inútiles. No parece gran cosa. Pero si se procede a un análisis serio y meticuloso de la congruencia y adecuación, si el juzgador no se satisface con cualquier argumentación, no serán pocos los límites condenados por no superar este test.

			P. ej., si se quiere combatir una situación de extrema contaminación debida al tráfico, será inidónea e ilegal (aunque aparentemente la ley permita adoptarla) la prohibición de uso de vehículos eléctricos; aunque una norma permita imponer a la Administración los materiales que pueden usarse en las discotecas para evitar el peligro de incendio, será incongruente la prohibición de un tipo de tapicería que no sea combustible; una prohibición de publicidad puede pretender proteger a los menores pero podría no superar el test de idoneidad si sólo se impone a la radio y prensa pero no a las televisiones en horario infantil; una norma que impusiera llevar bombillas de recambio en los automóviles para garantizar la seguridad en el tráfico ante la eventualidad de que se fundan puede ser inidónea si resulta que en los vehículos actuales su instalación es compleja y requiere aparatos o conocimientos especializados, etc.

			B) Necesidad: elección de la medida menos restrictiva

			Además, se impone que se escoja, de entre las idóneas, la medida que sea necesaria, lo que quiere decir la menos restrictiva (o, lo que aproximadamente sería lo mismo, la menos gravosa o perjudicial o severa u onerosa); o, dicho de otra forma, la más suave. El exceso es ilícito.

			P. ej., si una epizootia se puede combatir limitando el tráfico de ganado en ciertas zonas, será ilegal por innecesaria o excesiva la que acuerde el sacrificio masivo de animales, aunque la ley dé potestad para ello y aunque tal sacrificio consiga controlar el brote; si basta para garantizar la seguridad de los consumidores ordenar ciertas modificaciones en unas mercancías, será ilegal la que ordene su destrucción, etc. Por esto mismo se suele afirmar que no son lícitas las prohibiciones absolutas de una actividad: pero más exacto es sostener que tal prohibición sólo será lícita si ninguna otra menos radical garantiza el interés general.

			Como generalmente se entiende que la medida limitativa menos restrictiva es la que afecta menos a la libertad, tradicionalmente se aludía a esta misma idea como principio del favor libertatis. Sin embargo, también se habla en ocasiones de principio del favor libertatis en un sentido más amplio como criterio que obliga a elegir la norma más beneficiosa para la libertad y a interpretar todas en ese mismo sentido.

			C) Proporcionalidad en sentido estricto: el beneficio debe compensar el perjuicio

			Impone este tercer juicio un cierto equilibrio entre el beneficio que la medida limitativa produce para el interés público que se pretende proteger y los perjuicios que comporta para otros intereses. Parte de que hay intereses en tensión o conflicto y exige identificarlos, valorarlos y sopesarlos. Entraña, por tanto, una ponderación. Este juicio de proporcionalidad en sentido estricto o de ponderación es distinto y se añade a los anteriores: la medida limitativa puede ser idónea y necesaria (es decir, realmente adecuada para proteger el interés general en cuestión y la menos restrictiva de las que consigue el fin) pero, incluso así, ser ilícita porque produce perjuicios que no quedan de ninguna forma compensados por las ventajas que reporta. Veda, pues, los remedios (aunque sean efectivamente remedios y aunque sean los menos restrictivos) peores que la enfermedad que combaten; aquellos cuyos efectos secundarios adversos no estén en consonancia con los positivos.

			P. ej., sería ilícita por desproporcionada una medida que acordara el cierre de colegios o el internamiento forzoso de enfermos para evitar una epidemia de gripe, incluso aunque se probase que es la única medida que efectivamente asegurará que no se propague la enfermedad; la que para evitar un problema ambiental nimio prohibiera el uso de un producto fitosanitario necesario para evitar plagas catastróficas peligrosas para el suministro de alimentos; la que impusiera limitaciones severísimas y muy costosas para proteger a ultranza bienes de interés histórico escaso; la que prohibiera ciertos productos por suponer riesgos mínimos para la salud de los consumidores o incluso la que prohibiera productos más peligrosos si resultan indispensables (detergentes, raticidas); la que prohibiera máquinas que facilitan enormemente ciertos trabajos por producir ruidos escasamente molestos, etc.

			El principio de proporcionalidad debe presidir todas las potestades de limitación de la Administración: las que le permiten prohibir y ordenar acciones, sea por acto o por reglamento; pero también las de vigilancia (así, las potestades de inspección) y las de reacción ante incumplimientos o situaciones de riesgo o lesión del interés público.

			Pero ello sólo en tanto que la ley haya dejado margen a la Administración. Si la ley ha determinado con exactitud que ante tal supuesto la Administración debe tomar cierta medida, no cabrá cuestionar la pertinencia de ésta por desproporcionada.

			Si, p. ej., la ley ha decidido que frente a las construcciones ilegales procede su demolición, la que concretamente acuerde la Administración ante determinado edificio ilegal no puede ponerse en cuestión conforme a este principio de proporcionalidad. Cosa distinta, es que también ciertas determinaciones de las leyes están sometidas a la proporcionalidad y, caso de vulnerarla, puedan ser consideradas inconstitucionales o, en su caso, contrarias al Derecho de la Unión Europea. P. ej., merecerá ese juicio descalificador la ley que restrinja desproporcionadamente derechos fundamentales o la que perjudique con igual desproporción la unidad de mercado y la libre circulación de personas, mercancías, servicios o capitales. Pero no es eso lo que analizamos aquí, donde sólo nos incumbe la proporcionalidad en el ejercicio de las potestades administrativas de limitación.

			El principio de proporcionalidad reduce la discrecionalidad administrativa pero no la elimina ni convierte la elección de la medida limitativa en algo reglado.

			Una visión desorbitada podría llevar a esta conclusión puesto que, a fin de cuentas, sólo una será la medida menos restrictiva. No es así. Entre otras cosas porque queda en manos de la Administración la apreciación de las circunstancias, la ponderación de las ventajas e inconvenientes de cada medida o de no tomar ninguna… y sobre todo el grado en que quiere proteger cada interés general. Se comprende que el principio de proporcionalidad no resuelve como si de una ecuación matemática se tratara en qué casos, cada cuánto tiempo y con qué contenido pueden imponerse las inspecciones técnicas de vehículos o de edificios; o si se puede obligar al uso del casco en las bicicletas o cuántos socorristas pueden exigirse a las piscinas de uso público. Así, el juez contencioso-administrativo, sin abdicar del control de proporcionalidad, debe respetar un cierto margen discrecional a la Administración.

			En algunos ámbitos de la actividad administrativa de limitación, para aplicar el principio de proporcionalidad son necesarios conocimientos científicos y técnicos especializados: sólo con ellos se podrá saber qué riesgos se presentan para la salud o el medio ambiente o la seguridad, qué medidas caben para combatirlos, cuáles son proporcionadas…

			Algunas leyes lo reflejan expresamente. P. ej., dice el art. 4 de la Ley de Sanidad Animal: «Las medidas que adopten las Administraciones Públicas en el ámbito de esta ley, para la protección y defensa sanitarias de los animales, serán proporcionales al resultado que se pretenda obtener, previa evaluación del riesgo sanitario, de acuerdo con los conocimientos técnicos y científicos en cada momento…». Pero lo plasmen o no las leyes, esa toma en consideración de los conocimientos técnicos y científicos es imprescindible en muchos terrenos.

			Además, en algunos sectores se han establecido sistemas pautados para elegir las medidas pertinentes en cada caso. Ése es el sentido de lo que se ha dado en llamar «análisis de riesgos».

			P. ej., se lee en el art. 28.1 de la Ley General de Salud Pública: «La protección de la salud comprenderá el análisis de los riesgos para la salud, que incluirá su evaluación, gestión y comunicación...». La evaluación del riesgo es un proceso en el que se recopilan los datos y se identifican los riesgos. La gestión del riesgo consiste en «sopesar las alternativas políticas». La comunicación del riesgo se define como «el intercambio interactivo, a lo largo de todo el proceso de análisis del riesgo, de informaciones y opiniones en relación con los factores de peligro y los riesgos, los factores relacionados con el riesgo y las percepciones del riesgo, que se establecen entre los responsables de la determinación y los responsables de la gestión del riesgo, los consumidores, las empresas»... En el fondo, este llamado análisis del riesgo no es más que una forma moderna de aplicar más precisa y rigurosamente el principio de proporcionalidad y motivar más ampliamente las decisiones administrativas.

			Téngase en cuenta, por último, que la aplicación del principio de proporcionalidad puede depender en gran parte de las soluciones que ofrezca la técnica en cada momento: los avances técnicos pueden hacer que hipotéticas limitaciones inicialmente excesivas se conviertan en proporcionadas.

			Eso es lo que ha llevado, sobre todo en relación con la protección del medio ambiente, a considerar que las medidas limitativas que se impongan a los sujetos que contaminan deban adaptarse «a la mejor tecnología disponible en cada momento» y que, por tanto, puedan ir cambiando. A grandes rasgos, la mejor tecnología disponible en cada momento y que se puede imponer a las actividades contaminantes es la que, pudiendo implantarse sin costes excesivos y fácilmente, produzca una reducción significativa de las emisiones. Es decir, las que han devenido proporcionadas. Es, pues, una muestra del carácter dinámico del principio de proporcionalidad. La idea está plasmada con carácter general en el art. 6.b) TRLS: «Todos los ciudadanos tienen el deber de (…) cumplir los requisitos y condiciones a que la legislación sujete las actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas, así como emplear en ellas en cada momento las mejores técnicas disponibles conforme a la normativa aplicable…». Muchas leyes concretan más exactamente esta noción y sus funciones.

			También puede suceder, al revés, que una medida inicialmente proporcionada devenga desproporcionada porque los avances técnicos permitan conseguir el mismo fin con otra menos gravosa.

			
3. PRINCIPIO DE PRECAUCIÓN


			Se dan supuestos en los que los conocimientos científicos disponibles no ofrecen conclusiones definitivas sobre la nocividad de ciertas actividades. Para tales supuestos de incertidumbre científica la proporcionalidad se completa con el que se ha denominado principio de precaución o de cautela, en cuya virtud se permite adoptar medidas limitativas con fundamento en indicios de riesgo no probados absolutamente y para reducir ese hipotético riesgo.

			Tal principio tiene su origen en textos de Derecho Internacional para la protección del medio ambiente. Pero se ha convertido en un principio del Derecho de la Unión Europea y del Derecho español y para campos distintos del medio ambiente. Como ejemplo, baste aquí citar su proclamación en el art. 7 de la Ley de Seguridad Alimentaria y Nutrición bajo el rubro «Principio de cautela»:

			«1. … cuando tras haber evaluado la información disponible, se observe la posibilidad de que haya efectos nocivos para la salud, pero siga existiendo incertidumbre científica, podrán adoptarse medidas provisionales de gestión del riesgo para asegurar la protección de la salud, todo ello en espera de una información científica adicional que permita una evaluación del riesgo más exhaustiva.

			2. Las medidas adoptadas con arreglo al apartado anterior serán proporcionadas y no interferirán la actividad económica más de lo necesario para conseguir el nivel de protección de la salud deseado. Dichas medidas tendrán que ser revisadas en un tiempo razonable, a la luz del riesgo contemplado y de la información científica adicional para aclarar la incertidumbre y llevar a cabo una evaluación del riego más exhaustiva.

			3. Igualmente, cuando se observe la posibilidad de que haya efectos nocivos para la salud de carácter crónico o acumulativo, y siga existiendo incertidumbre científica, podrán adoptarse medidas provisionales para asegurar la protección de la salud, que serán proporcionadas y revisadas en un tiempo razonable a la luz del riesgo contemplado y de la información científica adicional que resulte pertinente».

			
III. LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA DE POLICÍA

			
1. CONCEPTO DE ACTIVIDAD DE POLICÍA


			Llamamos aquí actividad de policía sólo a aquella parte de la actividad administrativa de limitación que tiene por fin evitar perturbaciones del orden público o, si éstas ya se han producido, evitar que continúen. Esto es, combate los riesgos para el orden público y sus alteraciones con la finalidad de mantenerlo o restaurarlo. Convienen estas aclaraciones:

			a) Se comprende con lo dicho que no hablamos aquí de policía para referirnos a ciertos funcionarios (los «policías») ni a los cuerpos o servicios policiales.

			Tampoco identificamos la actividad de policía con la actividad de esos funcionarios. Existe alguna relación entre los dos conceptos porque los policías realizan frecuentemente actividad administrativa de policía. Pero ni siempre es así ni son ellos los únicos que realizan actividad administrativa de policía que, por el contrario, también despliegan otros empleados públicos y autoridades.

			b) Nos ocupamos aquí de la actividad administrativa de policía, no de la llamada policía judicial.

			Ésta se encarga de la averiguación de los delitos cometidos, del descubrimiento y aseguramiento de los sospechosos y de ponerlos a disposición de la justicia para la represión penal. Está, pues, al servicio del sistema represivo penal. En contraste, la policía administrativa no tiene esa finalidad represiva sino predominantemente preventiva. Policía judicial y policía administrativa tienen relación: se complementan porque la policía administrativa conseguirá entre otras cosas que haya menos delitos y la policía judicial, al asegurar la represión de los delincuentes, conseguirá que haya menos riesgo para el orden público; además, tienen personal en parte común. Pero la distinción subsiste y tiene gran importancia jurídica: la policía judicial no actúa bajo la dirección de autoridades administrativas, sino de los jueces o fiscales, ni se rige por el Derecho Administrativo sino por el Derecho Procesal Penal con principios muy diferentes.

			c) No es actividad administrativa de policía toda la que realiza la Administración para garantizar el orden público. Sólo lo es la que persigue ese fin mediante la imposición de limitaciones a los particulares.

			P. ej. no es actividad de policía la realización de obras públicas, como las que eviten puntos negros en las carreteras; ni la prestación de servicios, como el alumbrado público; ni el otorgamiento de subvenciones para ayudar a la compra de coches más seguros; ni la realización de publicidad para llamar a la prudencia de los conductores… aunque todo ello pretenda aumentar la seguridad y, por tanto, el orden público.

			d) Las perturbaciones del orden público pueden provenir de comportamientos humanos o de la acción de la naturaleza (terremotos, epidemias, inundaciones…). La actividad de limitación policial se ocupa de los comportamientos humanos. Pero valora tales comportamientos teniendo en cuenta los factores peligrosos de la naturaleza.

			Lo hace tanto para prevenir esas catástrofes en la medida de lo posible o para evitar que produzcan sus efectos más lesivos como para que, caso de ya haberse producido, no los agraven y pueda restablecerse el orden. Así, impone determinadas formas de construcción tomando en consideración el peligro de terremotos; exige ciertos comportamientos para evitar que se produzcan o propaguen las epidemias; prohíbe edificar en lugares inundables o donde se dificulte la salida de aguas en casos de lluvias torrenciales… y, caso de estar ya ante la catástrofe, obliga a los particulares a realizar conductas encaminadas a su superación. En la llamada «protección civil» (regulada por Ley 17/2015) se ven muestras claras de ello; pero en absoluto se agota allí la relación entre el orden público y los peligros de la naturaleza.

			
2. CONCEPTO DE ORDEN PÚBLICO


			En este contexto, por orden público entendemos un «orden material y exterior, un estado de hecho contrario al desorden» (Hauriou) en el que se dan las condiciones mínimas imprescindibles para la convivencia colectiva y para que los individuos, como miembros de la comunidad, puedan desarrollar su vida sin peligros, sin miedo, sin intranquilidad por los daños o molestias que les puedan causar los demás y las circunstancias sociales.

			Tratando de concretar el orden público, se le ha descompuesto en una tríada de elementos: seguridad, salubridad y tranquilidad públicas.

			La seguridad pública (que es más amplia que la seguridad ciudadana) es el estado de hecho en el que no hay, o los hay en medida reducida, peligros para la integridad física, la vida o la libertad de las personas o de sus bienes provenientes de la violencia, la negligencia, los accidentes o la naturaleza. La salubridad pública es el estado de higiene en el que es posible la salud individual sin peligro o reduciendo al mínimo la probabilidad de contraer enfermedades contagiosas o derivadas de las condiciones sociales, sufrir intoxicaciones y similares. La tranquilidad pública es la situación en la que no existen molestias que sobrepasen los inconvenientes normales de la vida en sociedad, como los ruidos excesivos, los malos olores, los obstáculos a los desplazamientos, la suciedad (cuando no afecta a la salubridad), etc. Aunque en principio podrían no ser expresiones sinónimas, tranquilidad y comodidad públicas tienden a estos efectos a identificarse.

			A veces se añade un cuarto elemento del orden público: la moralidad pública.

			Este componente es especialmente problemático. Pero hay razones para admitirlo. Lo hace el Tribunal de Justicia de la Unión Europea que frecuentemente se enfrenta con el concepto de orden público como posible título legitimador de las restricciones estatales a la libre circulación de mercancías, servicios, personas y capitales. Lo refleja paladinamente el considerando 41 de la Directiva de Servicios:

			«El concepto de orden público, según lo interpreta el Tribunal de Justicia, abarca la protección ante una amenaza auténtica y suficientemente importante que afecte a uno de los intereses fundamentales de la sociedad y podrá incluir, en particular, temas relacionados con la dignidad humana, la protección de los menores y adultos vulnerables y el bienestar animal».

			Dignidad humana, protección de menores y bienestar animal son componentes de la moralidad pública que no pueden tener otro asidero en el concepto de orden público. Con todo, la inclusión de la moralidad en el orden público debe manejarse con extremada prudencia y moderación.

			Esta descomposición del concepto de orden público en esos tres o cuatro elementos (seguridad, salubridad, tranquilidad y, en su caso, moralidad pública), aparece en algunas normas españolas.

			P. ej., art. 3.1 de la Ley Orgánica de Libertad Religiosa, con la base del art. 16.1 CE, dice: «El ejercicio de los derechos dimanantes de la libertad religiosa y de culto tiene como único límite la protección de los derechos de los demás al ejercicio de sus libertades públicas y derechos fundamentales, así como la salvaguarda de la seguridad, de la salud y de la moralidad pública, elementos constitutivos del orden público protegido por la Ley en el ámbito de una sociedad democrática».

			Otro ejemplo muy relevante y revelador suministra el art. 1 RSCL: «Los Ayuntamientos podrán intervenir la actividad de sus administrados en los siguientes casos: 1.º En el ejercicio de la función de policía, cuando existiere perturbación o peligro de perturbación grave de la tranquilidad, seguridad, salubridad o moralidad ciudadanas, con el fin de restablecerlas o conservarlas».

			Con todo, estos elementos del orden público son sólo orientativos porque el orden público no se deja encasillar; de modo que a veces hay aspectos que pueden considerarse incluidos en él, porque forman parte del mínimo de condiciones imprescindibles para la convivencia, aunque no encajen bien en ninguno de esos tres o cuatro elementos. P. ej., en algunos casos perjudicar el mínimo de las condiciones de ornato de los espacios públicos puede considerarse perturbación del orden público; lo mismo si se dificulta el uso común general que corresponde a todos los ciudadanos de los bienes demaniales afectados al uso público. Sobre todo, es contrario al orden público amenazar la existencia misma del Estado o impedir el funcionamiento de sus instituciones o de los servicios públicos esenciales.

			Esta última idea se refleja en el art. 3 LOSC cuando, al enumerar los fines de la actuación administrativa para la aplicación de esta ley, señala: «b) La garantía del normal funcionamiento de las instituciones…; g) La garantía de las condiciones de normalidad en la prestación de los servicios básicos para la comunidad…». También late en el art. 13.1 de la Ley Orgánica de los Estados de Alarma, Excepción y Sitio que permite declarar el estado de excepción «cuando el libre ejercicio de los derechos y libertades de los ciudadanos, el normal funcionamiento de las instituciones democráticas, el de los servicios públicos esenciales para la comunidad o cualquier otro aspecto del orden público, resulten tan gravemente alterados que el ejercicio de las potestades ordinarias fuera insuficiente para restablecerlo o mantenerlo». Por tanto, el orden público también es un estado de hecho en el que los ciudadanos pueden ejercer y disfrutar libre y realmente sus derechos y libertades, en el que pueden funcionar las instituciones democráticas y los servicios públicos esenciales.

			
3. RELEVANCIA Y SINGULARIDAD DE LA ACTIVIDAD DE POLICÍA


			A) Tesis clásicas sobre la peculiaridad de la policía y su general negación en la actualidad

			La teoría del Estado liberal atribuía a la Administración como su misión esencial la conservación del orden público. Para ello no sólo se le permitía realizar servicios y obras públicas, sino limitar la libertad de los ciudadanos. Además, incluso partiendo como regla general del sometimiento de la Administración al Derecho y del principio de legalidad administrativa (incluida la vinculación positiva a las leyes para limitar la libertad de los ciudadanos), se sostuvo que la actividad administrativa de policía constituía una excepción al mismo.

			En el Tomo I ya dimos cuenta de ello. En la lección 2.V.1, explicamos que en el Estado liberal la misión que sobre todo se atribuía a la Administración era la protección del orden público, lo que incluía imponer límites a la libertad de los ciudadanos. En la lección 5.VII.1 y 2, adelantamos que, incluso partiendo del principio de legalidad administrativa, se señaló a veces como excepción la actividad de policía en general y, en especial, más radicalmente, en situaciones de necesidad.

			En sus versiones más extremas, se afirmaba que la Administración tenía, sin necesidad de ninguna habilitación legal, todas las potestades necesarias para limitar la actividad de los particulares con la finalidad de mantener el orden público.

			Esto comporta la negación radical del principio de legalidad como vinculación positiva a la ley. Se consideraba que contaba con una habilitación general por directa atribución constitucional, que las Constituciones (explícita o implícitamente) ya habían conferido a la Administración la función de, además de ejecutar las leyes, preservar el orden público y que ello comprendía la potestad para limitar la actividad de los particulares. Incluso, en situaciones de necesidad, podría actuar contra legem si ello era imprescindible para restaurar el orden público.

			En otras versiones más moderadas, se admitía al menos que la actividad de policía suponía una consustancial flexibilización o relajación del principio de legalidad como vinculación positiva a la ley y de las reservas de ley en cuanto fuese necesario para conservar el orden público.

			No se piense que estas doctrinas tenían sólo arraigo y vigencia en Estados no democráticos o en aquellos que conservaban restos del Antiguo Régimen. En Francia misma, que era el arquetipo de Estado constitucional y de Derecho, ha estado extendida esta construcción. La prueba más notable era la admisión de los reglamentos de policía (es decir, de los que imponen límites a los ciudadanos para preservar el orden público) como reglamentos independientes (es decir, dictados sin habilitación legal y sin desarrollar los preceptos de una ley).

			Algunos autores (Otto Mayer) ofrecían como fundamento teórico de tales singularidades de la policía la existencia de un deber general de todos de no perturbar el orden público, un deber natural que existiría al margen de lo que dispusieran las leyes. Ese deber general sería el que concretaría, exigiría y haría efectivo la actividad administrativa de policía.

			La mayoría de la doctrina actual (al menos, en España) rechaza por completo todas esas tesis. Para la doctrina hoy dominante, aquellas teorías de la policía son arcaicas (reminiscencia de las concepciones políticas y jurídicas de otras épocas), peligrosas (ponen en peligro el Estado de Derecho y los derechos de los ciudadanos) y carentes de fundamento: ni hay nada en el Derecho Constitucional que las justifique ni desde luego existe un deber natural y general de preservar el orden público. Afirma, en suma, que la actividad de policía no es más que una parte de la actividad administrativa de limitación que no presenta singularidades jurídicas esenciales y que, en cualquier caso, no supone ninguna excepción ni matización del principio de legalidad ni de las reservas constitucionales de ley.

			B) Pervivencia de la importancia y de cierta singularidad de la policía

			Pese a esa doctrina mayoritaria, conviene todavía hoy reconocer un lugar específico a la actividad de policía por diversas razones. Señalemos las más sobresalientes y de fondo.

			Primera razón, por su destacada importancia. Mantener el orden público no es ya, desde luego, la única finalidad de la actividad administrativa. Pero sigue siendo una finalidad pública capital e indeclinable del Estado que, sobre todo, recae sobre su Administración. No es un interés general más sino el indispensable y vital, el que ante todo debe asegurar el Estado a través de la Administración: sin orden público los demás intereses generales son de imposible realización efectiva y los ciudadanos no disfrutarán realmente ni siquiera de sus derechos fundamentales, que se convierten en una falacia. En absoluto ha perdido importancia el mantenimiento del orden público ni han desaparecido o disminuido los factores que lo ponen en peligro. Más bien, al contrario, han aparecido nuevos riesgos; además, viejos riesgos contra los que antes no se podía hacer nada (terremotos, inundaciones, epidemias, etc.) pueden ser ahora objeto de eficaz acción preventiva y policial. Y tampoco ha disminuido un ápice la estimación social del orden público (sigue siendo una aspiración ciudadana arraigada y hasta exacerbada) ni, en consecuencia, su valoración por el propio ordenamiento jurídico que lo sigue colocando en la cúspide, al nivel de los mismos derechos fundamentales.

			Segunda razón, por la intensidad de las potestades limitativas que se dan en este ámbito. En perfecta concordancia con lo anterior, las potestades que se confieren a la Administración para que cumpla su misión de preservar el orden público son especialmente extensas e intensas, capaces de imponer los más severos límites a las actuaciones privadas. Además, se trata de límites que con más frecuencia y más vigor que en otros ámbitos de la actuación administrativa son capaces de afectar a los derechos fundamentales. De hecho, el orden público aparece en la Constitución como la única justificación posible de los límites a ciertos derechos fundamentales (así, arts. 16 y 21.2 para la libertad religiosa y la de manifestación). Y si es capaz de justificar límites incluso a esos derechos fundamentales, con más razón hay que aceptar que justifica límites a otros (la libertad de investigación, de empresa, etc.) y, desde luego, a los derechos ordinarios y a la simple libertad genérica de los ciudadanos. Lo mismo se deduce de los tratados internacionales de derechos humanos que siempre reconocen el orden público como posible justificación de límites. Y si amplias y severas son las potestades de la policía en situaciones normales, muchos más lo son en situaciones de necesidad; no sólo en las declaradas formalmente (como los estados de alarma, excepción y sitio) sino también en otras de crisis especial (ante catástrofes, epidemias y similares) o ante desórdenes más concretos pero graves que no cabe atajar con los medios ordinarios.

			Y, tercera razón, por la forma amplia que con frecuencia adoptan los apoderamientos legales. Claro está que ya no se parte de admitir que la Administración tenga por directa atribución constitucional todas las potestades necesarias para mantener el orden público y que, por el contrario, se considera que es necesaria una ley que las atribuya. Pero no puede dejar de reconocerse que en este ámbito sí que se admite con facilidad que las leyes confieran con gran amplitud e imprecisión potestades limitativas para asegurar el orden público. Se suele aludir a tales habilitaciones legales como «cláusulas de orden público» o «cláusulas de policía»: se trata de preceptos legales que describiendo con gran amplitud el supuesto de hecho (supuesto en el fondo identificable con alteración del orden público) establecen con similar imprecisión la medida limitativa que podrá adoptar la Administración (la necesaria para combatir la alteración de que en cada caso se trate).

			P. ej., art. 14 LOSC: «Órdenes y prohibiciones.—Las autoridades competentes, de conformidad con las Leyes y reglamentos, podrán dictar las órdenes y prohibiciones y disponer las actuaciones policiales estrictamente necesarias para asegurar la consecución de los fines previstos en esta Ley (o sea, para el mantenimiento de la seguridad ciudadana), mediante resolución debidamente motivada». Otro ejemplo suministra el art. 15.1 del TR de defensa de los consumidores: «Ante las situaciones de riesgo para la salud y seguridad de los consumidores y usuarios, las Administraciones Públicas competentes podrán adoptar las medidas que resulten necesarias y proporcionadas para la desaparición del riesgo, incluida la intervención directa sobre las cosas y la compulsión directa sobre las personas». O el art. 24 de la Ley General de Sanidad.

			Y cuando se parte de situaciones de necesidad con graves alteraciones del orden público, las habilitaciones son aun más amplias. Véanse, p. ej., para el estado de alarma, los arts. 11 y 12 LOEAES, así como el art. 26.1 de la Ley General de Sanidad y el art. 7.2 LOSC.

			También se puede detectar una especial propensión a aceptar con generosidad potestades implícitas en materia de policía y hasta potestades inherentes (sobre la distinción entre potestades implícitas e inherentes, vid. Tomo I, lección 5.V). En suma, tendencia a deducir potestades administrativas para limitar la libertad de los ciudadanos con el fin de preservar el orden público aunque no se encuentre una expresa habilitación legal, ni siquiera de esas amplias tan típicas de la policía.

			Ni los amplios apoderamientos legales ni la aceptación de potestades implícitas y hasta inherentes son frontalmente contrarios al principio de legalidad como vinculación positiva a la ley, según explicamos en el Tomo I, lección 5.V. Pero la profusión con que todo ello se da en materia de policía y con capacidad de afectar a los derechos fundamentales sí que pone de relieve a la postre que, en conjunto, la actividad de policía se adapta con matizaciones y relajación al principio de legalidad.

			La doctrina resta importancia a la imprecisión de los apoderamientos legales en favor de la policía. De una parte, se dice que ello no es más que una lógica opción del legislador que, además, no entraña nada más que una diferencia cuantitativa, no cualitativa, con otros ámbitos de la actividad administrativa de limitación. De otra parte, se resalta que cada vez son menos frecuentes esas cláusulas generales de orden público, que paulatinamente las leyes van ocupándose de riesgos concretos y especificando para ellos la medida administrativa pertinente. Frente a todo ello, a nuestro juicio, esa diferencia cuantitativa no es intrascendente y, aunque es verdad que las regulaciones legales tratan de ser más concretas y de abordar específicamente los riesgos que se presentan con más frecuencia, se acude a los amplios apoderamientos y a las potestades implícitas e inherentes cada vez que surgen situaciones no previstas contrarias al orden público. Eso demuestra que, en el fondo, las cosas no han cambiado del todo. Incluso que, como dijera Mayer, existe una contradicción irreductible entre la actividad de policía y el formalismo severo del Estado de Derecho.

			C) El deber general de no perturbar el orden público

			Sostengo que hay una razón más profunda para hacer un lugar específico a la actividad de policía: existe realmente un deber general de no perturbar el orden público; y ese deber es el que da singularidad a parte de la actividad administrativa de policía. Da singularidad a la actividad de policía pero sólo en tanto que imponga limitaciones a los sujetos para que cumplan ese deber.

			En virtud de ese deber, es ilícita cualquier conducta que perturbe o ponga en peligro directo el orden público, aunque no esté prohibida por ninguna norma; incluso aunque esté aparentemente permitida y aunque pudiera presentarse como ejercicio de un derecho fundamental.

			Si no se quiere hablar de un deber de Derecho Natural, dígase entonces que se trata de un principio que fluye y se deduce del ordenamiento, o sea, de un principio general del Derecho. Si se prefiere, afírmese que ese principio general del Derecho, en vez de establecer un deber general, consagra una prohibición general; o un límite igualmente general a todos los derechos de manera que ninguno, como tampoco la libertad genérica, incluye la facultad de perturbar el orden público. Se diga de una u otra forma, el resultado es el mismo: está prohibido perturbar el orden público. Se trata de un principio similar al alterum non laedere que en Derecho privado prohíbe causar daño a otro con independencia de que la conducta que lo produzca esté o no contemplada por una norma. El Derecho público prohíbe perturbar el orden público antes y con independencia de que una norma se haya ocupado de la concreta conducta perturbadora: si se provoca un peligro de incendio con una conducta no prohibida por ninguna norma, se actúa ilícitamente; y lo mismo hay que decir si se conduce una moto acuática o un dron de forma que se ponga en riesgo la integridad de las personas, si se pone en riesgo la salud o la seguridad de las personas comercializando un producto o un servicio dañino o peligroso... En todos estos casos y otros muchísimos más se actúa contra el Derecho, aunque ninguna norma haya prohibido antes esa concreta conducta. Es verdad que los ciudadanos tienen libertad y que la libertad genérica permite hacer todo lo no prohibido por la ley o de acuerdo con la ley. Pero ello con una excepción: de antemano está prohibido, al margen de que lo diga cualquier norma, perturbar o poner en peligro el orden público.

			Correlativamente, y esto es lo importante, hay que entender como regla general que las potestades limitativas de la policía basadas en sus cláusulas generales sólo sirven y sólo pueden ejercerse para hacer valer ese deber. Por eso, sólo pueden dirigirse contra el perturbador y sólo para que no perturbe. Igualmente, sólo se pueden aceptar potestades policiales implícitas o inherentes con ese mismo destinatario (el perturbador) y con ese contenido y sentido puramente negativo (conseguir que no perturbe).

			Esta afirmación merece las siguientes aclaraciones:

			— Perturbador es, a estos efectos, cualquiera de cuya existencia deriva la perturbación o el peligro concreto e inmediato para el orden público, aunque no sea culpable.

			Como explicaba Otto Mayer, para la policía «la cuestión de saber quién es (el perturbador) no puede resolverse... por medio de la causalidad, tal como se realiza en el juicio penal o moral... La perturbación emana de aquél cuya esfera de existencia la produce. No se le imputa solamente su conducta personal. Se le reprocha también el estado peligroso de sus bienes, los daños que amenazan el buen orden a causa de su vida doméstica, de su industria...; en fin, por todas las cosas de las cuales él es el centro social, y socialmente responsable...». Es perturbador, p. ej., quien tiene y puede transmitir una enfermedad contagiosa, aunque nada se le pueda reprochar; quien sufre una plaga en sus cultivos que se puede propagar a otros; quien vende un producto peligroso para la salud aunque no lo haya fabricado y aunque hasta ese momento nadie pudiera conocer su toxicidad... Contra ellos, se podrán dirigir las potestades limitativas de policía: se podrá acordar el tratamiento y hasta el internamiento forzoso del enfermo; la destrucción del cultivo o su fumigación obligatoria; la retirada del mercado o hasta la destrucción del producto, etc. Nada importa aquí la culpabilidad; ni siquiera la voluntariedad.

			Por eso, perturbador puede ser quien aparentemente ejerce sus derechos; incluso quien actúa obedeciendo todas las normas escritas obligatorias y aunque cuente con autorización administrativa.

			Ofrece una prueba el RD 1.801/2003 sobre seguridad de los productos, art. 3.4:

			«La conformidad de un producto con las disposiciones normativas que les sean aplicables (…) habiendo incluso, en su caso, superado los correspondientes controles administrativos obligatorios (o sea, contando con autorización), no impedirá a los órganos administrativos competentes adoptar alguna de las medidas previstas en esta disposición (prohibición de suministro, retirada del mercado, destrucción, etc.) si, pese a todo, resultaran inseguros».

			Hay declaraciones similares en otras normas. Y, aunque no las haya, siempre hay que aceptar que cabrá combatir la conducta que perturba el orden público aunque cumpla aparentemente los requisitos establecidos.

			— Lo que la Administración puede imponer en virtud de las potestades basadas en cláusulas generales o apoderamientos implícitos tiene un sentido puramente negativo (que no se perturbe) y constreñido a lo imprescindible para que no se perturbe.

			Ir más allá de eso sería imponer algo más que el deber general y, por tanto, ilícito. Se comprende que con esto se da un fundamento adicional y un refuerzo al principio de proporcionalidad. No es de extrañar, pues, que el principio de proporcionalidad se proclamara inicialmente para la policía y que todavía presente aquí su máxima importancia y rigor ante potestades tan ampliamente otorgadas.

			— Con nada de lo anterior negamos que la Administración pueda imponer límites para asegurar el orden público a quien no perturba o que pueda imponer a cualquier sujeto más de aquello a lo que obliga el deber general. Claro que puede. Claro que la actividad de policía puede tener esas potestades y las tiene con normalidad. Pero para ello le harán falta habilitaciones legales específicas; o sea, que el principio de legalidad recupera todo su vigor. Sólo cabe añadir que en situaciones de necesidad esto cambia: es aun más frecuente que la Administración cuente con potestades limitativas frente a quien no es el perturbador y potestades para exigir, no ya que no se perturbe, sino que se colabore positivamente al restablecimiento del orden público. Además, en tales situaciones de necesidad las habilitaciones legales son especialmente amplias. Pero en las situaciones ordinarias la posibilidad de ir contra quien no es el perturbador o de imponer más de lo que se deriva del deber general de no perturbar requiere concretos y específicos apoderamientos legales. Por tanto, la peculiar adaptación de la policía al principio de legalidad la ceñimos, además de a las situaciones de necesidad, en situaciones ordinarias a su lucha contra las conductas que perturban el orden o que directamente lo ponen en peligro.

			Se comprende con todo lo expuesto que la idea de un deber general de no perturbar el orden público no cumple la función de dar a la Administración más potestades sino, al contrario, sirve para encorsetar sus potestades señalándoles la dirección (contra el perturbador), el sentido (el puramente negativo de que no se perturbe) y el contenido (lo imprescindible para que no se perturbe). Además, este deber general da sentido y coherencia a multitud de regulaciones una vez que se comprende que, pese a su diversidad y complejidad, no hacen otra cosa que concretar el deber general de no perturbar respecto a las más diversas actividades humanas (conducir vehículos, fabricar alimentos, tener animales, etc.).

			— En tanto que las limitaciones se impongan sólo al perturbador y sólo para que no perturbe tienen que ser costeadas por éste y no dan derecho a indemnización.

			No son indemnizables porque, aunque prohíban algo que aparentemente estaba antes permitido y causen perjuicios económicos individualizados al particular, la Administración no estará imponiendo nada a lo que no se estuviera ya obligado con anterioridad sino sólo concretando y exigiendo un deber previo. Por ello, diciéndolo en los términos de los arts. 32.1 y 34.1 LRJSP, el destinatario de la medida policial tendrá el deber jurídico de soportarla y de sufrir el perjuicio económico que le irrogue. Con ello no estamos afirmando que todos las demás límites sí sean indemnizables. Normalmente no lo son por su carácter general, por ser cargas ordinarias de la vida social, etc. Pero sí afirmamos que incluso cuando tengan un carácter individual que suponga un perjuicio concreto para un sujeto determinado (demolición de la casa ruinosa peligrosa para el público, sacrifico de animales que pueden contagiar enfermedades, retirada del mercado de productos cuando se descubre que son peligros, etc.) no serán indemnizables si recaen sobre el perturbador y son las imprescindibles para que no perturbe. En otro caso, o sea, cuando la policía actúa contra quien no es el perturbador, los límites impuestos sí podrán dar derecho a indemnización. Es ilustrativo el art. 3 RSCL:

			«1. La intervención defensiva del orden, en cualquiera de sus aspectos, se ejercerá frente a los sujetos que lo perturbaren.

			2. Excepcionalmente y cuando por no existir otro medio de mantener o restaurar el orden hubiese de dirigirse la intervención frente a quienes legítimamente ejercieren sus derechos, procederá la justa indemnización».

			Ínsito está en el precepto que cuando la policía impone límites a los perturbadores (que es lo que normalmente debe hacer) no son indemnizables, pero que cuando va contra otros sí lo son. La misma idea se refleja en diversos preceptos para situaciones de necesidad que son las que más fácilmente permiten imponer límites a los no perturbadores (arts. 120 LEF, 7.2 LOSC, 7 bis.3 Ley Protección Civil).

			
IV. PANORAMA GENERAL DE LOS INSTRUMENTOS Y CONTENIDOS DE LA ACTIVIDAD DE LIMITACIÓN

			
1. EL ESTABLECIMIENTO DE LOS DEBERES


			Ya dijimos que la actividad administrativa de limitación primera y fundamentalmente impone restricciones, deberes o de cualquier otra forma ordena coactivamente las actuaciones privadas. Hablamos genéricamente de deberes en el sentido que le dimos en la lección 7.III del Tomo I. Ocupémonos someramente de dos cuestiones: A) Del contenido de esos deberes o restricciones; B) De los medios para establecer esos deberes.

			A) Del contenido de esos deberes o restricciones

			El posible contenido de los deberes es de lo más variado. Ni siquiera cabe una clasificación con pretensiones exhaustivas o sistemáticas sobre su diversidad. Aun así, conviene ofrecer un bosquejo para dar una idea sobre su posible contenido y sentido.

			A veces se trata de prohibiciones absolutas de determinadas actividades (p. ej., está prohibida la venta a domicilio de bebidas y alimentos). Pero lo más normal, es que consistan en señalar cómo pueden realizarse las actividades privadas para que no perjudiquen los intereses generales lo que, a su vez, tiene variedades casi infinitas.

			En esa línea, puede llegarse incluso a imponer a las empresas una determinada organización o a contar con cierto personal especializado.

			P. ej., el Reglamento de artículos pirotécnicos y cartuchería (RD 989/2015), art. 57.1: «El empresario titular del taller, como responsable de la seguridad de las instalaciones, designará la dirección técnica del taller que corresponderá a un encargado con capacitación profesional que le faculte para ello, a cuyo nombramiento deberá dar conformidad expresa el Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma...».

			Asimismo, a veces se establece el deber se someter ciertos objetos a controles periódicos (realizados por la Administración o por sujetos privados especialmente habilitados para ello) en los que se comprueba que siguen cumpliendo las condiciones mínimas para su uso sin riesgos inadmisibles.

			Piénsese en las inspecciones técnicas de vehículos o de edificios. Pero hay otros muchos supuestos. P. ej., el Reglamento sobre aparatos de rayos X con fines de diagnóstico médico (RD 1.085/2009) impone contar con «certificado de conformidad» periódicos (anuales, bienales o quinquenales, según el tipo de instalación de rayos X) expedido por un servicio propio o por una unidad técnica de protección radiológica que contraten [art. 18.e)], Servicio o Unidad que en cualquier caso requiere una autorización del Consejo de Seguridad Nuclear (arts. 24 y 25).

			Igualmente se establecen deberes para facilitar a la Administración el control de cumplimiento de otros deberes (p. ej., el de instalar tacógrafos para vigilar que se respetan los tiempos máximos de conducción de autobuses y sus límites de velocidad) o deberes de información a la Administración para facilitar la actuación de ésta (p. ej., los deberes estadísticos). No sólo deberes de información sobre la propia actividad (que son los más normales), sino sobre la actividad de otros sujetos (p. ej., las informaciones que la normativa sobre prevención del blanqueo de capitales establece que los bancos deben facilitar a la Administración sobre ciertas operaciones bancarias realizadas por particulares) o sobre hechos.

			A veces se establecen deberes de contribución positiva a las tareas de la Administración.

			Ejemplo de ambas cosas (de información y de ayuda a la Administración) ofrece la Ley de Montes: «Toda persona que advierta la existencia o iniciación de un incendio forestal estará obligada a avisar a la autoridad competente o a los servicios de emergencia y, en su caso, a colaborar, dentro de sus posibilidades, en la extinción del incendio» (art. 45). Asimismo, las denominadas «obligaciones de servicio público», que se dan en la «regulación económica» de que antes hablamos, son de contribución positiva al logro de los intereses generales.

			Estos deberes de contribución positiva a la realización de ciertos intereses públicos son más amplios en casos de situaciones de necesidad. A ellos alude el art. 30.4 CE. Pero en todo caso han de diferenciarse de lo que son más bien prestaciones personales o patrimoniales en favor de la Administración. De ellas se ocupa la Constitución en el mismo artículo que de los tributos, el art. 31: en su apartado 1.º, se refiere a los tributos, y en el 3.º, a esas prestaciones personales o patrimoniales. En ambos casos, suponen una contribución al sostenimiento de los gastos públicos (aunque no se haga en dinero sino en especie o en trabajo, como era el caso del servicio militar) y no a la realización de comportamientos puramente privados que suponen un beneficio para los intereses públicos, no para la Administración. Esas prestaciones personales y patrimoniales del art. 31.3 CE, como también las tributarias del art. 31.3 CE, quedan al margen de la actividad administrativa de limitación y responden a ideas y principio distintos. Sin embargo, la frontera no siempre es clara.

			Todos los deberes relativos a actividades peligrosas y encaminados a eliminar o reducir sus riesgos comprenden implícita pero inequívocamente un especial deber de cuidado o de diligencia que incluye el deber de autocontrol y de autoevaluación de la propia actividad. Pero sucede, además, que para determinadas actividades que se consideran especialmente peligrosas ese deber genérico de autocontrol y autoevaluación se impone concretamente por las normas que señalan también una determinada forma en que ha de realizarse y plasmarse.

			Buenos ejemplos ofrece la Ley 31/1995 de Prevención de Riesgos Laborales que, entre otras cosas, impone a los empresarios no sólo un deber genérico de evitar los riesgos para sus trabajadores sino más en concreto contar con un «plan de prevención de riesgos laborales, evaluación de los riesgos y planificación de la actividad preventiva» (art. 16). Lo mismo puede verse en la Ley 28/2015 de Defensa de la Calidad Alimentaria según la cual «los operadores (…) deberán establecer un sistema de autocontrol de las operaciones del proceso productivo bajo su responsabilidad (…) El sistema de autocontrol dispondrá, al menos, de los siguientes elementos: a) Procedimientos documentados de los procesos que se lleven a cabo en la empresa; b) Un plan de muestreo y análisis; c) Un procedimiento de trazabilidad…» (art. 10).

			Con relativa frecuencia se impone a quienes realizan actividades generadoras de riesgos que cuenten con seguros u otro tipo de garantías para garantizar las indemnizaciones por los daños que lleguen a causar.

			El ejemplo más conocido es el del seguro obligatorio del automóvil. Otro ejemplo destacado suministra la Ley de Responsabilidad Ambiental que impone contratar un seguro a quienes realicen determinadas actividades allí enumeradas para cubrir los daños que causen al medio ambiente. Entre otros muchos ejemplos, pone de manifiesto la extensión de este tipo de deberes la Ley de Auditoría de Cuentas que impone a los auditores prestar garantía financiera para responder de los daños y perjuicios que pudieran causar en el ejercicio de su actividad (art. 27).

			Los deberes impuestos pueden tener por finalidad proteger a un individuo contra sí mismo.

			No se piense sólo en el suicida. Fleiner hablaba de la protección del «artista temerario» y ahora podríamos hablar del «deportista temerario» o del gamberro borracho que práctica el «balconing». O piénsese en las prohibiciones de baños en lugares peligrosos o en la obligación de los cinturones de seguridad o de los cascos impuesta a los usuarios de vehículos; o en una eventual prohibición de fumar cuando sólo perjudique al fumador; o en el refugio obligado de vagabundos ante olas de frío, etc. Hay que aceptar esos deberes o prohibiciones cuando están en la ley o cuentan con una explícita habilitación legal. Cosa distinta, y es lo discutible y discutido, es si bastan las cláusulas generales de la policía para que la Administración imponga esta clase de deberes.

			B) De los medios para establecer esos deberes

			a) Mediante reglamentos administrativos. La colaboración de la autorregulación

			La imposición de límites y deberes a los particulares para cada tipo de actividad la realiza la Administración sobre todo mediante reglamentos.

			Los reglamentos, dentro de la actividad administrativa de limitación, cumplen sobre todo la función de concretar la ordenación material de las distintas actividades privadas estableciendo lo que se puede y no se puede hacer o cómo se puede hacer. P. ej., reglamentan los requisitos de los establecimientos de comercio minorista o de producción o venta de productos fitosanitarios o de sacrificio de animales o de las autoescuelas o de los bares... imponiendo con carácter general los deberes, prohibiciones y limitaciones que incumben a quienes realicen esas actividades. Complementariamente cumplen otra función, la de concretar la forma en que ha de proceder la Administración: cómo debe tramitar y resolver las peticiones de autorización, cómo debe inspeccionar, qué debe hacer ante tales o cuales incumplimientos... P. ej., regulan la forma en que la Administración habrá de medir el ruido de los vehículos, qué y quién deberá decidir si se supera en pocos o muchos decibelios el límite máximo; o establecen la forma en que la Administración vigilará si los animales padecen la enfermedad de la lengua azul o la medida administrativa concreta que procederá si se detecta en unas reses, etc.

			Naturalmente, eso mismo puede hacerlo directamente la ley. Incluso debe ser así en lo esencial en materias reservadas a la ley. De hecho, varios de los ejemplos utilizados más arriba son deberes establecidos por Ley. Hasta ahí no hay actividad administrativa ninguna (sólo la habrá para vigilar el cumplimiento de esos deberes legales y para reaccionar en caso de incumplimiento). Pero lo normal es que las leyes confíen en buena parte a los reglamentos esa ordenación de las actividades privadas. Lo hacen especialmente y con más intensidad, como sabemos, en materia de policía.

			Tampoco hay una imposición administrativa de deberes cuando estos se incluyen en Reglamentos legislativos europeos. Además, debe destacarse que en los últimos tiempos, en determinados sectores (p. ej., la seguridad alimentaria), se han aprobado Reglamentos legislativos europeos que contienen con gran detalle los deberes que se imponen a los administrados y que han originado una progresiva derogación de las disposiciones administrativas españolas que antes regulaban tales actividades. Esto es, en tales sectores, ha tenido lugar una amplia reducción de la actividad administrativa de imposición de límites y deberes.

			Hemos dicho que lo habitual es que los reglamentos administrativos concreten los deberes que las leyes se limitan a recoger normalmente de manera amplia y genérica. Pero, en muchas ocasiones, esos reglamentos administrativos, aunque incluyen un primer desarrollo de esos deberes legales, tampoco descienden a todos los detalles o se limitan a definir una serie de objetivos pero sin establecer los medios o procedimientos que permiten su consecución.

			P. ej., el Real Decreto por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación impone que los elementos estructurales de los edificios o las puertas deben resistir al fuego 30, 60, 90 o 120 minutos, según proceda, pero no se precisa cómo o con qué materiales deben ser fabricados dichos elementos o puertas; o el Reglamento europeo de higiene de los alimentos dispone que «los operadores de empresas alimentarias deberán asegurarse… de que los productos primarios estén protegidos contra cualquier foco de contaminación», pero no precisa cómo debe garantizarse o materializarse dicho objetivo. Esta forma de proceder tiene diversas justificaciones: la complejidad técnica de la materia en cuestión, los constantes cambios tecnológicos, la voluntad de la Administración de implicar activamente al sector destinatario de esos deberes en su concreción…

			En estos casos, es habitual que esa mayor concreción deba buscarse en manifestaciones de un fenómeno que se ha dado en denominar «autorregulación». La autorregulación es la actividad mediante la que determinados sujetos privados llegan a un acuerdo para el establecimiento y, en su caso, aplicación, de reglas comunes en su ámbito de actuación.

			P. ej., las grandes empresas europeas de distribución de alimentos se ponen de acuerdo en los requisitos de seguridad alimentaria que van a exigir a sus proveedores; las empresas vinculadas con la publicidad acuerdan un código de conducta donde se recogen principios de actuación, deberes generales, conductas prohibidas, etc.; o los abogados aprueban un código de ética profesional.

			Especialmente relevante es aquella actividad de autorregulación que tiene algún tipo de respaldo por parte de los poderes públicos o incluso se encuentra regulada por tales poderes. Así, p. ej., la Ley de Industria regula la normalización —que es una manifestación de la autorregulación—; la legislación sobre colegios profesionales establece un marco para los códigos profesionales y otras manifestaciones de la autorregulación profesional; la Ley de Comunicación Audiovisual da respaldo a los códigos de autorregulación en dicho sector; la legislación alimentaria regula las denominadas guías de prácticas correctas de higiene; la Ley de Competencia Desleal contiene una regulación específica de los códigos de conducta «relativos a las prácticas comerciales con los consumidores». Habrá que estar a cada una de estas legislaciones sectoriales para conocer quién y cómo deben aprobarse las mencionadas manifestaciones de la autorregulación (normas técnicas, códigos de conducta, códigos éticos, códigos de buenas prácticas, guías de prácticas correctas de higiene…); si las asociaciones de consumidores o hasta la Administración deben participar en dicho proceso (en tal caso, a veces se habla de co-regulación); su valor jurídico…

			Expongamos como muestra y dada su trascendencia, el régimen de las denominadas «normas técnicas» o «normas» —expresión esta última que genera cierta confusión con las normas jurídicas—. La Ley de Industria define la «Norma» como «la especificación técnica de aplicación repetitiva o continuada cuya observancia no es obligatoria, establecida con participación de todas las partes interesadas, que aprueba un Organismo reconocido, a nivel nacional o internacional, por su actividad normativa.» Por tanto, sus características esenciales son las siguientes:

			— Su contenido son especificaciones técnicas.

			Esas especificaciones técnicas pueden tener un objeto muy variado y referirse a características tales como las dimensiones, la durabilidad, la resistencia al fuego, la resistencia a la tracción, la estanqueidad, la pureza del material, las condiciones de ensayos, los símbolos, etc. Piénsese, p. ej., en el contenido de la norma UNE-EN ISO 216, sobre papel de escritura y ciertos tipos de impresos, donde se definen formatos de papel tan conocidos como el A4 o el A3; o en el de la UNE 53539, donde se recogen las características que deben cumplir los tubos flexibles que se emplean en instalaciones y aparatos de gas.

			— En principio, su cumplimiento es voluntario.

			Ello es lógico por cuanto, como veremos inmediatamente, no son documentos aprobados por ningún poder público. No obstante, puede ocurrir que una verdadera norma jurídica remita expresamente algún elemento de su contenido a una norma técnica (p. ej., el Real Decreto 140/2003, por el que se establecen los criterios sanitarios de la calidad del agua de consumo humano, dispone que «cualquier sustancia o preparado que se añada al agua de consumo humano deberá cumplir con la norma UNE-EN correspondiente para cada producto y vigente en cada momento»). En estos supuestos, esa norma técnica pasa a ser de obligado cumplimiento en los términos que la norma jurídica prevea. En otros casos, la norma jurídica no impone su cumplimiento pero lo fomenta o impulsa (p. ej., estableciendo presunciones tales como que el producto que cumpla ciertas normas técnicas se considerará conforme a la normativa y se podrá comercializar libremente).

			— Deben aprobarse por un organismo reconocido.

			En el caso de España, ese organismo reconocido por el poder público es la Asociación Española de Normalización, UNE. Se trata de una asociación constituida conforme a la Ley de Asociaciones en la que se integran todos aquellos sujetos (fundamentalmente, empresas) que desean participar en la actividad de normalización —la consistente en elaborar normas técnicas—. Las normas elaboradas por la Asociación Española de Normalización se denominan UNE. Es habitual que cada Estado tenga su propio organismo de normalización (Francia, AFNOR; Alemania, DIN; …). En el ámbito europeo, destaca el CEN/CENELEC (Comité Europeo de Normalización), que aprueba las normas EN. Y en el ámbito internacional, ISO (Organización Internacional de Normalización) que aprueba las normas del mismo nombre.

			b) Mediante actos administrativos

			Pero también se imponen nuevos límites y deberes mediante actos administrativos. Sobre todo con las órdenes, en especial, con las llamadas «órdenes preventivas», a las que después nos referiremos. Y a veces se hace mediante otros actos administrativos, como las autorizaciones cuando pueden establecer condiciones específicas a las actividades autorizadas.

			c) Mediante convenios y figuras próximas

			En esa línea mencionada de involucrar al destinatario del deber en su cumplimiento, alguna normativa incluso prevé la firma de un convenio o instrumentos próximos con la Administración donde se concretarán esos deberes. Así, la Ley de residuos y suelos contaminados (Ley 22/2011), tras establecer que «estarán obligados a realizar las operaciones de descontaminación y recuperación (de suelos contaminados)…, previo requerimiento de las Comunidades Autónomas, los causantes de la contaminación», añade en el art. 37 que estas actuaciones de limpieza y recuperación podrán llevarse a cabo mediante convenios de colaboración entre los sujetos obligados y las Administraciones Públicas competentes. Sin llegar a la firma de un convenio, alguna legislación sectorial (p. ej., la de entidades de crédito) prevé supuestos en los que los sujetos obligados deben presentar a la aprobación de la Administración un plan o similar donde se detallen sus compromisos —que se transforman en deberes tras esa aprobación— para la consecución del interés público de que se trate.

			
2. EL CONTROL DEL CUMPLIMIENTO DE LOS DEBERES


			Dijimos que, en segundo lugar, la Administración en este género de actividad vigila el cumplimiento de los límites y deberes, o sea, de la ordenación de la actividad privada y, en último término, que no se lesionan o ponen en riesgo los intereses públicos en juego. Son variadas las actuaciones administrativas que tienen esta finalidad de vigilancia y control. P. ej., el sometimiento de ciertas actividades privadas a la necesidad de obtener previamente una autorización administrativa tiene en muchos casos la función de ejercer una vigilancia de esas actividades antes de que se realicen. Y también la imposición a los particulares de presentar declaraciones responsables o comunicaciones a la Administración sobre las actividades que se proponen acometer o que ya realizan tiene una finalidad de vigilancia. Pero en esta función de control ocupa un papel fundamental la inspección administrativa. De todo esto nos ocuparemos en la lección siguiente.

			
3. LA REACCIÓN ANTE LOS INCUMPLIMIENTOS PARA RESTABLECER LA LEGALIDAD


			Finalmente, como un instrumento más de la actividad de limitación, la Administración ha de reaccionar ante los incumplimientos de los deberes y límites impuestos o ante lesiones o riesgos para el interés público para restablecer la situación conforme a la legalidad y al interés público en riesgo o lesionado. La forma de reacción administrativa es muy variada. La prototípica y ordinaria es la de ordenar al particular que acomode su comportamiento a lo que era obligatorio, o sea, que cese en su conducta ilícita y que, en su caso, restaure la situación ilegalmente alterada. Esto es, mediante lo que llamaremos órdenes represivas que, a su vez, posteriormente, permitirán pasar —como cualquier otro acto administrativo que imponga un deber— a la ejecución forzosa. Pero hay otras formas de reacción administrativa admitidas a veces por el ordenamiento. Entre las más suaves está la de la intimación y entre las más severas la de la coacción directa. De todo ello nos ocuparemos después.

			Aludamos a algunas otras formas de reacción sólo para dar una idea de su diversidad.

			— En ocasiones, el ordenamiento prevé como forma de reacción ante ciertos incumplimientos o ante la comprobación de que la actividad resulta peligrosa la revocación de las autorizaciones previamente otorgadas.

			En realidad, estas revocaciones, de las que hablaremos después, cumplen la misma función material que una orden represiva: en vez de prohibir simplemente que se haga algo, se retira el título que permitía hacerlo.

			— A veces, la reacción administrativa incluye la información al público en general de la existencia de un riesgo, información que no se hace en estos casos con una simple finalidad de transparencia sino precisamente para luchar contra ese riesgo.

			P. ej., dice el art. 15. 2 del TR de Defensa de los Consumidores: «Las Administraciones Públicas, atendiendo a la naturaleza y gravedad de los riesgos detectados, podrán informar a los consumidores y usuarios afectados por los medios más apropiados en cada caso sobre los riesgos o irregularidades existentes, el bien o servicio afectado y, en su caso, las medidas adoptadas, así como de las precauciones procedentes, tanto para protegerse del riesgo, como para conseguir su colaboración en la eliminación de sus causas». Previsiones similares hay en normas sobre salud pública o medio ambiente. Con frecuencia, esta información causa perjuicios notables a los sujetos cuya actividad se anuncia como peligrosa y, sin embargo, hay que darla aunque aún no haya completa certeza sobre los riesgos. Cuando a la postre se comprueba que la información dada por la Administración no se correspondía con la realidad, puede surgir a veces la responsabilidad patrimonial de la Administración.

			— En algunos sectores, las leyes, con base en lo dispuesto en el art. 128.2 in fine CE, han previsto que la Administración pueda intervenir empresas incursas en generalizados y extremos incumplimientos que supongan grave riesgo a los intereses generales a los que no se puede hacer frente de otra forma.

			Tal intervención comporta una drástica limitación de las facultades de gestión de esas empresas que se ven condicionadas por los interventores designados por la Administración. Véanse, p. ej., el art. 163 de la Ley 20/2015, de entidades aseguradoras; y los arts. 70 y ss. de la Ley 10/2014, de entidades de crédito.

			Para todas estas reacciones administrativas tendentes a restablecer la legalidad y asegurar el interés público lesionado es por completo indiferente que el sujeto haya actuado culpablemente o no.

			
4. LAS SANCIONES ADMINISTRATIVAS NO SON MEDIOS DE LA ACTIVIDAD DE LIMITACIÓN


			Las formas de reacción que se incluyen en la actividad administrativa de limitación son, según hemos dicho, las que persiguen restablecer la legalidad y la situación conforme al interés general lesionado. En contraste, las sanciones (como las penas) son castigos que expresan el reproche por un comportamiento ilícito y tienen una naturaleza y función punitiva (Tomo II, lección 7.I.3), no de restablecimiento de la legalidad ni de la situación conforme al interés general. Por eso obedecen a principios por completo distintos de los de las medidas ahora estudiadas.

			Es verdad que muchas veces las sanciones administrativas (como también algunas penas) se prevén para acciones que consisten precisamente en el incumplimiento de los deberes y límites que son objeto de la actividad administrativa de limitación. P. ej., un reglamento establece cómo debe ser el etiquetado de los alimentos y, ante su transgresión, cabrá, de un lado, una medida de limitación para restablecer la legalidad (p. ej., prohibición de venta mientras no se modifique el etiquetado) y, de otro, una sanción (p. ej., una multa). Pero:

			— Son muy distintas. De hecho, en algunos casos cabrá medida de reacción para restablecer la legalidad y no sanción (v. gr., si la conducta se realizó sin culpabilidad) o, al revés (p. ej., si ya no se mantiene la ilegalidad; así, en el caso expuesto, si ya se han vendido todos los productos mal etiquetados).

			— Hay sanciones administrativas totalmente al margen de la actividad administrativa de limitación (p. ej., para quien no paga sus impuestos, para quien recibe una subvención y no cumple sus obligaciones, para quien disfruta de prestaciones públicas ilegalmente, para el usuario de un servicio público que incumple sus deberes, etc.). Así que de ninguna forma cabe pensar que las sanciones siempre y simplemente respaldan la actividad administrativa de limitación.

			Ahora bien, en ocasiones las sanciones y las medidas de reacción que nos ocupan presentan íntimas relaciones. Destaquemos al menos dos causas. La primera es que a veces esas medidas de reacción se acuerdan como medidas provisionales en procedimientos sancionadores (art. 56 LPAC). La segunda es que en la misma resolución del procedimiento sancionador cabe acordar una medida de restablecimiento de la situación alterada por la infracción (art. 28.2 LRJSP). Pero esta eventual coincidencia procedimental, aunque crea confusión, no desmiente su distinta naturaleza y régimen.
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